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Ambiental 
 
TESIS AISLADA. PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL PREVISTO EN LA LEY 
FEDERAL DE LA MATERIA. SU FINALIDAD Y CARACTERÍSTICAS.  
 

 

Laboral 
 
TESIS AISLADA. APERCIBIMIENTO DE PRESENTACIÓN MEDIANTE EL USO DE LA FUERZA PÚBLICA 
COMO MEDIDA DE APREMIO EN JUICIOS LABORALES. AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE 
REPARACIÓN, PROCEDE DE INMEDIATO EL AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, SIN NECESIDAD DE 
ESPERAR A QUE SE HAGA EFECTIVO.  
 

 

Penal 
 
TESIS AISLADA. NULIDAD DE ACTOS PROCEDIMENTALES EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. 
CONFORME AL ARTÍCULO 97 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EL ÓRGANO 
JURISDICCIONAL QUE SE ENCUENTRE CONOCIENDO DEL ASUNTO –Y NO SU SUPERIOR– ES QUIEN EN 
EL PROCEDIMIENTO RELATIVO DEBE REALIZAR LA DECLARATORIA CORRESPONDIENTE.  
 
TESIS AISALDA. ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. 
LA DECRETADA POR EL JUEZ DE CONTROL POR EL SISTEMA INFORMÁTICO, NO CONTRAVIENE LOS 
PRINCIPIOS DE ORALIDAD E INMEDIACIÓN QUE LO RIGEN, SI EXISTE NECESIDAD JUSTIFICADA DE 
CAUTELA.  
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Fiscal 
 
JURISPRUDENCIA. RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS DISPOSICIONES 
DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE 
CONCURRENCIA.  
 
JURISPRUDENCIA. RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS DISPOSICIONES 
DE VIGENCIA TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO 
OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE 
EQUIDAD TRIBUTARIA.  
 
JURISPRUDENCIA. DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. CUANDO SE PRESENTAN EN LA MISMA FECHA 
DOS ESCRITOS DE LA MISMA PERSONA, ANTE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN LOS QUE 
IMPUGNA, RESPECTIVAMENTE, LA RESOLUCION DEFINITIVA O EL ACTO QUE PUSO FIN A JUICIO, Y 
DIVERSAS VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO, EL SEGUNDO DEBE ASIMILARSE A UNA AMPLICACION 
DE AQUÉLLA.  
 
TESIS AISLADA. IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL REQUISITO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL 
ARTÍCULO 5o. DE LA LEY RELATIVA PARA QUE SEA ACREDITABLE, SÓLO ES EXIGIBLE A LA 
CONTRIBUCIÓN TRASLADADA RETENIDA Y NO A LA EFECTIVAMENTE PAGADA AL PROVEEDOR.  
 
TESIS AISLADA. TRANSPORTE INTERNACIONAL DE BIENES. EL ARTÍCULO 16, SEGUNDO PÁRRAFO, DE 
LA LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO SÓLO GRAVA EL QUE INICIA EN EL TERRITORIO 
NACIONAL, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RESIDENCIA DEL PORTEADOR.  
 
TESIS AISLADA. SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. SUS CARACTERÍSTICAS COMO ÓRGANO 
REGULADOR DEL SISTEMA FINANCIERO DEL ESTADO.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

http://www.anade.org.mx/


 

 
Asociación Nacional de Abogados de Empresa, 

Colegio de Abogados, A.C. 
Homero No. 1933, Despacho 503, Col. Los Morales, 

Delegación Miguel Hidalgo, C.P. 11510, Ciudad de México. 
Tels. 5545-4546, 5250-6780, 5531-4101 

www.anade.org.mx 

 

 

 

Ambiental 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018250  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: II.2o.A.5 A (10a.)  
 
PROCEDIMIENTO JUDICIAL DE RESPONSABILIDAD AMBIENTAL PREVISTO EN LA LEY FEDERAL DE LA 
MATERIA. SU FINALIDAD Y CARACTERÍSTICAS. La Ley Federal de Responsabilidad Ambiental surgió 
en el marco de los principios 10, 13 y 16 de la Declaración de Río sobre el Medio Ambiente y el Desarrollo 
de 1992, los cuales consignan el compromiso de los Estados de desarrollar una legislación relativa a la 
responsabilidad y a la indemnización de las víctimas de la contaminación y otros daños ambientales, y 
conforme al artículo 4o., quinto párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
el cual prevé que el daño y deterioro ambiental generará responsabilidad para quien lo provoque, en 
términos de lo dispuesto legalmente. En estas condiciones, el procedimiento judicial de 
responsabilidad ambiental previsto en la ley mencionada, que se sustancia ante los Juzgados de 
Distrito del Poder Judicial de la Federación, tiene como finalidad la reparación y compensación de los 
daños ocasionados al ambiente, así como el pago de la sanción económica que corresponda, en aras 
de garantizar la preservación y restauración del ambiente y el equilibrio ecológico, para hacer efectivo 
el derecho humano a un medio ambiente sano para el desarrollo y bienestar de las personas. 
Asimismo, constituye una nueva alternativa de acceso a la justicia en materia ambiental, que no 
pretende ni debe ser excluyente de los mecanismos de justicia administrativos, civiles o penales 
vigentes, en los casos de daños ambientales; sobre todo, porque la reparación del daño ambiental debe 
abordarse desde una óptica distinta al sistema de responsabilidad civil ordinario, que resulta para ello 
ineficaz e insuficiente, porque se trata de un daño social y difuso, ya que recae sobre bienes que son 
objeto de interés general y colectivo, y que puede o no concretarse sobre derechos individuales, 
aunado a que mediante dicho procedimiento se busca la restauración o la descontaminación del 
entorno dañado, y sólo ante su imposibilidad técnica o material, procede una compensación, que no 
necesariamente debe fijarse en términos pecuniarios, sino en función de los servicios ambientales 
perdidos. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 164/2018. Federico Mendoza Longinos y otros. 12 de julio de 2018. Unanimidad de votos. 
Ponente: Mónica Alejandra Soto Bueno. Secretario: Aldor Cornejo Alcántara. 
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Laboral 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018227  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Común, Laboral)  
Tesis: VII.2o.T.188 L (10a.)  
 
APERCIBIMIENTO DE PRESENTACIÓN MEDIANTE EL USO DE LA FUERZA PÚBLICA COMO MEDIDA DE 
APREMIO EN JUICIOS LABORALES. AL CONSTITUIR UN ACTO DE IMPOSIBLE REPARACIÓN, PROCEDE 
DE INMEDIATO EL AMPARO INDIRECTO EN SU CONTRA, SIN NECESIDAD DE ESPERAR A QUE SE HAGA 
EFECTIVO. El auto que apercibe al quejoso con presentarlo mediante el uso de la fuerza pública como 
medida de apremio en el juicio laboral, debe considerarse como un acto que afecta la libertad personal 
(al menos parcialmente), en atención a los efectos que produce, al colocarlo en una situación 
ineludible de obediencia ante un mandato judicial y de perturbación indirecta a su esfera jurídica de 
manera inminente por el solo hecho de no acatar o cumplir con lo solicitado, encontrándose el 
agraviado en riesgo de privación de su libertad personal, lo cual se traduce en un acto de imposible 
reparación, que no podría subsanarse ni siquiera con el dictado posterior de una resolución favorable; 
en consecuencia, debe ser objeto de análisis de inmediato en el juicio de amparo indirecto, sin 
necesidad de esperar a que se haga efectivo dicho apercibimiento, para determinar si el tribunal 
responsable ha agotado otros medios de apremio antes de apercibirlo con uno de tal magnitud que 
afecta la libertad personal; esto es, para precisar si se ha seguido correctamente el procedimiento 
judicial y, si se han impuesto gradual y racionalmente los apercibimientos que prevé la ley. 
 
SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL SÉPTIMO CIRCUITO. 
 
Queja 46/2018. 21 de junio de 2018. Mayoría de votos. Disidente y Ponente: Juan Carlos Moreno Correa. 
Secretaria: Silvia Valeska Soberanes Sánchez. 
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Penal 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2018247  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XIII.P.A.55 P (10a.)  
 
NULIDAD DE ACTOS PROCEDIMENTALES EN EL SISTEMA PENAL ACUSATORIO. CONFORME AL 
ARTÍCULO 97 DEL CÓDIGO NACIONAL DE PROCEDIMIENTOS PENALES, EL ÓRGANO JURISDICCIONAL 
QUE SE ENCUENTRE CONOCIENDO DEL ASUNTO –Y NO SU SUPERIOR– ES QUIEN EN EL 
PROCEDIMIENTO RELATIVO DEBE REALIZAR LA DECLARATORIA CORRESPONDIENTE. Conforme al 
precepto mencionado, los actos realizados con violación de derechos humanos serán nulos y no 
pueden ser saneados ni convalidados, es decir, se trata de una nulidad absoluta, la cual debe ser 
declarada por el órgano jurisdiccional al momento de advertirla o a petición de parte, en cualquier 
momento. Asimismo, los actos realizados en contravención a las formalidades que el mismo código 
establece, sí pueden ser saneados o convalidados, lo que origina una nulidad relativa. Conforme a lo 
anterior, cuando se trate de la nulidad de actos en el procedimiento por vulneración al derecho 
fundamental de contar con un traductor o intérprete, así como al derecho a la defensa técnica 
adecuada y eficaz, encuadra en los supuestos de nulidad absoluta, ya que se refiere a actuaciones 
realizadas con violación a los derechos fundamentales previstos en los artículos 2o. y 20, apartado B, 
fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, por tanto, no pueden ser 
convalidados ni saneados, por lo que deberán declararse nulos de oficio por el órgano jurisdiccional al 
momento de advertirla, o a petición de parte en cualquier momento; de ahí que el procedimiento para 
la declaratoria de nulidad de actos procedimentales en el sistema penal acusatorio debe desahogarse 
ante la autoridad jurisdiccional que en ese momento se encuentre conociendo del asunto y es ésta 
quien debe resolver, y no por un procedimiento autónomo iniciado directamente ante el tribunal 
superior. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO TERCER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 879/2017. 12 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Reyna Oliva 
Fuentes López, secretaria de tribunal autorizada por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la 
Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrada, en términos del artículo 81, fracción 
XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el 40, fracción V, del 
Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, que reglamenta la organización y 
funcionamiento del propio Consejo; y reforma y deroga diversas disposiciones de otros acuerdos 
generales. Secretaria: Edna Matus Ulloa.  
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Época: Décima Época  
Registro: 2018230  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXXII.2 P (10a.)  
 
ORDEN DE APREHENSIÓN EN EL SISTEMA PROCESAL PENAL ACUSATORIO Y ORAL. LA DECRETADA 
POR EL JUEZ DE CONTROL POR EL SISTEMA INFORMÁTICO, NO CONTRAVIENE LOS PRINCIPIOS DE 
ORALIDAD E INMEDIACIÓN QUE LO RIGEN, SI EXISTE NECESIDAD JUSTIFICADA DE CAUTELA. Los 
principios de oralidad e inmediación que rigen el sistema procesal penal acusatorio y oral, contenidos 
en el artículo 20, apartado A, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, señalan que 
todas las audiencias serán orales y deberán desarrollarse en presencia del órgano jurisdiccional y de 
las partes que deban intervenir en ellas, sin posibilidad de delegar a diversa persona la admisión, 
desahogo o valoración de pruebas, y la cual deberá realizarse de manera libre y lógica. Por su parte, 
los artículos 141, fracción III, 142 y 143 del Código Nacional de Procedimientos Penales prevén que las 
solicitudes, entre otras, de órdenes de aprehensión deben resolverse por el Juez de Control con la 
debida secrecía, inclusive, con el uso de sistemas informáticos, sin que para su dictado deba mediar la 
participación del interesado (audiencia oral), según puede inferirse de dichos preceptos. Por tanto, si 
el Juez de Control ordena la aprehensión del imputado por cualquier medio que garantice su 
autenticidad, como puede ser el sistema informático, cuando existe necesidad justificada de cautela 
por haber evidencia de la posibilidad de que se evada a la acción de la justicia, no transgrede los 
principios citados, pues acorde con el marco legal aludido, es innecesario, que en esos casos, exista 
cita previa u orden de comparecencia. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO SEGUNDO CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 447/2017. 19 de abril de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Joel Fernando Tinajero 
Jiménez. Secretario: Jairo Alejandro Díaz Guzmán. 
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Fiscal 
Época: Décima Época  
Registro: 2018257  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 110/2018 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS DISPOSICIONES DE VIGENCIA 
TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE LIBRE 
CONCURRENCIA. La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que en términos de los 
artículos 25, 26 y 28 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el legislador tiene la 
facultad exclusiva de organizar y conducir el desarrollo nacional y, por tanto, una de sus tareas 
centrales, en la regulación económica que ejerce, deberá encaminarse a designar a los sujetos que 
recibirán los estímulos fiscales, qué forma tomarán, así como sus fines y efectos sobre la economía, 
determinando las áreas de interés general, estratégicas o prioritarias que requieren de manera 
concreta su intervención exclusiva; estímulos que no deben responder a una elección arbitraria, 
caprichosa o de exceso de poder por parte del Poder Legislativo, sino a un interés social o económico 
nacional. En ese tenor, el artículo y fracciones referidos, al establecer un estímulo fiscal aplicable a 
determinados contribuyentes que invirtieron en bienes de activo fijo, no contraviene el principio de 
libre concurrencia, pues aun cuando existan otros sujetos que hubieran invertido en el mismo tipo de 
bienes, ello no significa que el legislador invariablemente debe conceder un beneficio fiscal a todos 
ellos, pues éste puede decidir –en atención a su libre ámbito de configuración en la materia–qué sector 
de la economía nacional requiere ser apoyado, si ya no requiere ese apoyo, o bien, si estima que el 
estímulo concedido debe eliminarse, sin que se requiera de una motivación reforzada y de un control 
estricto por parte del órgano de control jurisdiccional, a efecto de no anular la referida libertad y no 
interferir en las competencias propias de los otros Poderes de la Unión. 
 
SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 514/2017. Peñafiel Bebidas, S.A. de C.V. y otra. 29 de noviembre de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 717/2017. Corporación Inmobiliaria KTRC, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
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Amparo en revisión 303/2017. Embotelladora Aga de Michoacán, S.A. de C.V. 17 de enero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente y Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 
 
Amparo en revisión 994/2017. Imbera, S.A. de C.V. y otras. 7 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 1316/2017. Procesadora Tecnológica de Polímeros, S.A. de C.V. 22 de marzo de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
Alberto Pérez Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 110/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho.  
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Época: Décima Época  
Registro: 2018256  
Instancia: Segunda Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 2a./J. 109/2018 (10a.)  
 
RENTA. EL ARTÍCULO TERCERO, FRACCIONES II, III Y IV, DE LAS DISPOSICIONES DE VIGENCIA 
TEMPORAL DE LA LEY DEL IMPUESTO RELATIVO (REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 
FEDERACIÓN EL 18 DE NOVIEMBRE DE 2015) NO TRANSGREDE EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 
TRIBUTARIA. El precepto legal mencionado establece un estímulo fiscal (consistente en la deducción 
inmediata, bajo determinados parámetros, de la inversión de bienes nuevos de activo fijo) aplicable a 
quienes: 1) Tributen en términos de los Títulos II –personas morales– o IV, Capítulo II, Sección I –
personas físicas del régimen de actividades empresariales y profesionales–, de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, que hayan obtenido ingresos propios de su actividad empresarial en el ejercicio 
inmediato anterior de hasta $100'000,000.00 (cien millones de pesos); 2) Efectúen inversiones en la 
construcción y ampliación de infraestructura de transporte, tales como carreteras, caminos y 
puentes; y, 3) Realicen inversiones en las actividades previstas en el artículo 2, fracciones II, III, IV y V, 
de la Ley de Hidrocarburos, y en equipo para la generación, transporte, distribución y suministro de 
energía. Ahora bien, de los trabajos legislativos que le dieron origen, se advierte que el 
establecimiento del estímulo de mérito persigue una finalidad constitucionalmente válida, pues 
pretende propiciar una mayor inversión de bienes en los sectores a los que se refiere, para impulsar 
su competitividad y facilitar su inserción como proveedores de las cadenas productivas, objetivo que 
encuentra asidero en el artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
Asimismo, la diferencia de trato combatida resulta adecuada y racional para alcanzar la finalidad 
pretendida por la norma, ya que la intención del legislador fue lograr el crecimiento económico de las 
empresas de menor escala, así como de las unidades económicas, dedicadas al sector energético y de 
transporte, por lo que la medida legislativa funciona como un instrumento de política financiera y 
económica, el cual alienta a dicho sector económico a llevar a cabo la inversión de bienes, lo que a la 
postre incrementa el valor de las empresas y elimina la desventaja económica frente a las grandes 
corporaciones. Además, la diferencia de trato supera el criterio de proporcionalidad en sentido 
estricto, pues si bien no todos los contribuyentes tienen acceso al estímulo fiscal, lo cierto es que dicha 
afectación se genera en grado menor respecto de los beneficios que propicia la norma reclamada, ya 
que las empresas de menor escala, así como las que se dedican a los sectores estratégicos en 
comento, tienen la posibilidad de incrementar sus niveles de inversión y aumentar su competitividad 
en el mercado, lo que redunda en el crecimiento de la producción nacional. Por ende, el artículo 
tercero, fracciones II, III y IV, aludido, no viola el principio de equidad tributaria previsto en el artículo 
31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
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SEGUNDA SALA 
 
Amparo en revisión 514/2017. Peñafiel Bebidas, S.A. de C.V. y otra. 29 de noviembre de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco 
González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: José 
Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 717/2017. Corporación Inmobiliaria KTRC, S.A. de C.V. 29 de noviembre de 2017. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: 
José Fernando Franco González Salas. Secretario: Joel Isaac Rangel Agüeros. 
 
Amparo en revisión 952/2017. Inmobiliaria Trento, S.A. de C.V. 10 de enero de 2018. Mayoría de cuatro 
votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 
Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Amparo en revisión 303/2017. Embotelladora Aga de Michoacán, S.A. de C.V. 17 de enero de 2018. 
Mayoría de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando 
Franco González Salas y Eduardo Medina Mora I. Disidente y ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. 
Secretaria: Claudia Mendoza Polanco. 
 
Amparo en revisión 994/2017. Imbera, S.A. de C.V. y otras. 7 de febrero de 2018. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Eduardo Medina Mora I. Disidente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez. 
 
Tesis de jurisprudencia 109/2018 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada del veintiséis de septiembre de dos mil dieciocho.  
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Registro: 2018236  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de octubre de 2018 10:36 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: PC.I.C. J/78 C (10a.)  
 
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. CUANDO SE PRESENTAN EN LA MISMA FECHA DOS ESCRITOS DE 
LA MISMA PERSONA, ANTE UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN LOS QUE IMPUGNA, 
RESPECTIVAMENTE, LA RESOLUCION DEFINITIVA O EL ACTO QUE PUSO FIN A JUICIO, Y DIVERSAS 
VIOLACIONES AL PROCEDIMIENTO, EL SEGUNDO DEBE ASIMILARSE A UNA AMPLICACION DE 
AQUÉLLA. Cuando el mismo día se presentan ante un Tribunal Colegiado de Circuito dos escritos de la 
misma persona, en los que impugna en la vía de amparo directo diversos actos consistentes, 
respectivamente, en la resolución definitiva o el acto que puso fin a juicio y diversas violaciones al 
procedimiento, es inconcuso, que el segundo debe asimilarse a una ampliación de la demanda de 
amparo directo promovido con motivo de la sentencia, laudo o resolución que puso fin al juicio, a fin de 
resolver sobre las violaciones procesales aducidas en forma destacada, y proceder a su análisis 
conforme a los conceptos de violación correspondientes, pues de la integridad de ambos desplegados 
puede colegirse cuál era la intención real del quejoso y sólo así puede alcanzarse la interpretación 
completa de su voluntad. Este criterio se justifica plenamente, si se considera que el juzgador de 
amparo es un perito en derecho, con la experiencia y los conocimientos suficientes para interpretar la 
redacción oscura o irregular, y determinar el verdadero sentido y la expresión exacta del pensamiento 
de su autor, que por error incurre en omisiones o en imprecisiones. Por tanto, es necesario dar 
coherencia a los dos ocursos por los que pretende impugnar no sólo la resolución definitiva o terminal 
del juicio, sino también las violaciones procesales que consideró trascendieron al sentido del fallo 
reclamado como una ampliación a la demanda, porque únicamente así puede alcanzarse una 
interpretación completa de su voluntad y advertir el error en que haya incurrido por desconocimiento 
de la técnica de amparo, sin que ello implique suplir la queja deficiente o integrar la acción que intenta. 
Al tratarse únicamente de armonizar la información de los libelos, a fin de que se precise el verdadero 
sentido que quiso darles. Asimismo, tampoco se deja en estado de indefensión a las demás partes que 
deban intervenir en la contienda, en tanto que el juicio aún está por iniciarse y existe la posibilidad de 
que desplieguen sus defensas, por lo que es correcto que el tribunal de amparo corrija el error de 
técnica jurídica y ordene la tramitación del segundo escrito a través de la figura de la ampliación de la 
demanda, a fin de que el quejoso no vea obstaculizado su acceso a la justicia por el exceso de 
rigorismos que contradicen el espíritu tutelar que informa el juicio de amparo. 
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PLENO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Contradicción de tesis 10/2018. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Décimo y Décimo 
Tercero, ambos en Materia Civil del Primer Circuito. 4 de septiembre de 2018. Unanimidad de catorce 
votos de los Magistrados Neófito López Ramos (presidente), José Rigoberto Dueñas Calderón, Luz 
Delfina Abitia Gutiérrez, Francisco Javier Sandoval López, Mauro Miguel Reyes Zapata, Edith E. 
Alarcón Meixueiro, Carlos Manuel Padilla Pérez Vertti, Elisa Macrina Álvarez Castro, José Juan 
Bracamontes Cuevas, Ana María Serrano Oseguera, J. Jesús Pérez Grimaldi, J. Refugio Ortega Marín, 
María Concepción Alonso Flores y Carlos Arellano Hobelsberger. Ponente: José Juan Bracamontes 
Cuevas. Secretario: Alfredo Lugo Pérez. 
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IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. EL REQUISITO PREVISTO EN LA FRACCIÓN IV DEL ARTÍCULO 5o. DE 
LA LEY RELATIVA PARA QUE SEA ACREDITABLE, SÓLO ES EXIGIBLE A LA CONTRIBUCIÓN 
TRASLADADA RETENIDA Y NO A LA EFECTIVAMENTE PAGADA AL PROVEEDOR. El penúltimo párrafo 
del artículo 1o.-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado establece que deberá retenerse esa 
contribución al momento en que se pague el precio o la contraprestación y sobre el monto de lo 
efectivamente pagado; lo retenido deberá enterarse ante la autoridad mediante declaración, ya sea (1) 
conjuntamente con el pago del impuesto causado correspondiente al mes en el cual se efectúe la 
retención o, en su defecto, (2) a más tardar el día diecisiete del mes siguiente a aquel en el que ésta se 
hubiese realizado. Además, señala que contra el entero de la retención no podrá realizarse 
acreditamiento, compensación o disminución alguna. No obstante esa limitante, la fracción IV del 
artículo 5o. del mismo ordenamiento dispone que el impuesto retenido y enterado podrá acreditarse 
en la declaración de pago mensual siguiente a la declaración en la que se haya efectuado el entero de 
la retención. Lo anterior significa que no procederá el acreditamiento del impuesto retenido en el mes 
de que se trate, contra el impuesto causado en ese mismo mes (artículo 1o.-A), sino que aquél podrá 
efectuarse, siempre que la retención se entere en los términos y plazos establecidos en el numeral 
1o.-A, en la declaración de pago mensual siguiente a aquella en la que se efectuó el entero de la 
retención. Ahora, el artículo 5o., fracción IV, citado, debe considerarse de aplicación estricta, conforme 
al diverso 5o. del Código Fiscal de la Federación; de ahí que el impuesto causado por el contribuyente 
se calculará por cada mes de calendario –regla general–, y el pago respectivo se efectuará mediante 
declaración a más tardar el día diecisiete del mes siguiente al que corresponda el pago. Para ello, debe 
tenerse en consideración que la obligación tributaria a cargo de los contribuyentes del impuesto al 
valor agregado nace cuando tienen lugar la enajenación de bienes, la prestación de servicios 
independientes, el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes y la importación de bienes o 
servicios; el cálculo respectivo deberá efectuarse por periodos que comprenden del primero al último 
día del mes de calendario correspondiente, en tanto que el pago relativo deberá realizarse a más 
tardar el día diecisiete del mes siguiente al que corresponda dicho pago. En este sentido, el entero del 
impuesto retenido (artículo 1o.-A) y el relativo al impuesto causado por el propio contribuyente en el 
mes correspondiente (artículo 5o., fracción IV), pueden coincidir en la misma declaración que deberá 
presentarse a más tardar el día diecisiete del mes siguiente, o bien, si el contribuyente ya hubiese 
presentado la declaración del impuesto causado en el mes respectivo, tendrá la oportunidad de 
enterar, posteriormente y a más tardar el día diecisiete del mes siguiente, el impuesto retenido; pero 
uno y otro actos declarativos, por disposición legal,  
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deben presentarse dentro del mismo lapso, comprendido entre el primero y el diecisiete del mes 
siguiente. De igual manera, el artículo 5o. de la ley mencionada señala que el pago mensual será la 
diferencia entre el impuesto que corresponda al total de las actividades realizadas en el mes por el que 
se efectúa el pago, a excepción de las importaciones de bienes tangibles, y las cantidades por las que 
proceda el acreditamiento en términos del mismo precepto, esto es, siempre que se cumplan los 
requisitos enunciados en dicho numeral para considerar que el impuesto resulta acreditable. Por otra 
parte, como se advierte del último párrafo del artículo 1o.-A de la legislación invocada, el Ejecutivo 
Federal, en el reglamento de esa normativa, podrá autorizar una retención menor al total del impuesto 
causado, tomando en consideración las características del sector o de la cadena productiva de que se 
trate, el control del cumplimiento de obligaciones fiscales, así como la necesidad demostrada de 
recuperar con mayor oportunidad el impuesto acreditable. Es por ello que el numeral 3 del reglamento 
aludido establece, en términos generales, que las personas morales obligadas a efectuar la retención 
del impuesto al valor agregado que se les traslade, lo harán en una cantidad menor (al monto total 
trasladado), en los casos siguientes: I. La retención será por las dos terceras partes del impuesto que 
se les traslade (es decir, del 8% del total de 16% que se les trasladó), cuando les sea trasladado por 
personas físicas por la prestación de servicios personales independientes, por la prestación de 
servicios de comisión y por el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes. II. La retención será del 
4% del valor de la contraprestación pagada (del 16% trasladado), cuando reciban los servicios de 
autotransporte terrestre de bienes. En estas condiciones, se concluye que el impuesto retenido por el 
contribuyente obligado en términos del artículo 1o.-A, corresponde a un porcentaje (dos terceras 
partes o 4%, según se trate) del monto del impuesto al valor agregado que le fue trasladado en la 
adquisición de bienes o servicios por otro contribuyente que lo causa, sólo que por imperativo legal, no 
debe entregarlo a éste por virtud del traslado, sino que debe retenerlo para enterarlo directamente 
ante la autoridad hacendaria. Luego, aunque el impuesto retenido y el efectivamente pagado a los 
proveedores se considera trasladado, lo cierto es que no tienen la misma esencia ni el mismo trato 
legal, porque aunque el primero es trasladado por el proveedor, por disposición expresa del numeral 
1o.-A, el receptor del servicio, o bien, a quien le es trasladado, está obligado a retener un porcentaje de 
ese tributo (dos terceras partes o 4%, según corresponda) y, además, debe enterar esa retención al 
fisco. Por tanto, el requisito previsto en la fracción IV del artículo 5o. indicado para que sea acreditable 
el impuesto al valor agregado, sólo es exigible al trasladado retenido, que es únicamente un porcentaje 
del total del trasladado. Por otro lado, el resto de ese impuesto trasladado que no fue retenido 
(porcentaje restante), al ser trasladado al proveedor, es cubierto en el momento en que se realiza el 
pago de la contraprestación pactada, por lo que desde ese momento el contribuyente tiene derecho al 
acreditamiento (de ese porcentaje). Lo anterior, si se tiene en cuenta que la retención del impuesto se 
efectúa en el momento en que se cubre el precio o la contraprestación y sobre el monto de lo 
efectivamente pagado, lo que necesariamente implica que para que exista retención, debió entregarse 
la cantidad restante del impuesto trasladado al proveedor. 
 
PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO SEXTO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 249/2018. Pasteurizadora de León, S.A. de C.V. 22 de agosto de 2018. Unanimidad de 
votos. Ponente: Ariel Alberto Rojas Caballero. Secretaria: Silvia Vidal Vidal. 
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TRANSPORTE INTERNACIONAL DE BIENES. EL ARTÍCULO 16, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA LEY DEL 
IMPUESTO AL VALOR AGREGADO SÓLO GRAVA EL QUE INICIA EN EL TERRITORIO NACIONAL, 
INDEPENDIENTEMENTE DE LA RESIDENCIA DEL PORTEADOR. De conformidad con el primer párrafo 
de dicho precepto, basta con que el transporte de bienes se realice por un residente en el país, para 
considerar que ese servicio se prestó en territorio nacional, sin importar que la transportación haya 
ocurrido, total o parcialmente, en México; en ese caso, la actividad causará el impuesto al valor 
agregado con la tasa del 16%, en términos de la fracción II del numeral 1o., en relación con el diverso 14, 
fracción II, de la propia legislación. Sin embargo, para la hipótesis de transportación descrita en el 
segundo párrafo del artículo 16 citado, a diferencia de la mencionada, no es determinante la residencia 
del porteador, sino el origen o inicio del viaje. Así, en este último supuesto, sólo se causará el tributo 
cuando la transportación internacional haya iniciado en el territorio nacional y, desde luego, con 
destino a otro país; incluso, si el porteo es de ida y vuelta, pero siempre y cuando haya empezado en la 
República Mexicana. En otras palabras, la transportación internacional, por más que una parte de ella 
se lleve a cabo en México, no causará el impuesto respectivo cuando comience en el extranjero. Por 
tanto, el segundo párrafo del artículo 16 referido no grava genéricamente el servicio de transporte 
internacional, sino sólo aquel que haya comenzado en nuestro país. 
 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. 
 
Amparo directo 504/2018. 6 de septiembre de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Álvaro Ovalle 
Álvarez. Secretario: Jorge Humberto Saldívar Pérez. 
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SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA. SUS CARACTERÍSTICAS COMO ÓRGANO REGULADOR 
DEL SISTEMA FINANCIERO DEL ESTADO. El Servicio de Administración Tributaria es un órgano 
desconcentrado de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, que forma parte del conjunto de 
órganos reguladores del sistema financiero del Estado. Lo anterior, porque conforme al artículo 3o. de 
su ley, goza de autonomía de gestión y presupuestal para la consecución de su objeto, y de autonomía 
técnica en el dictado de sus resoluciones. Asimismo, dentro de sus atribuciones destaca la contenida 
en el artículo 7o., fracción XIII, del mismo ordenamiento, relativa a proponer la política de 
administración tributaria y aduanera, así como ejecutar las acciones para su aplicación, 
entendiéndose por aquélla, el conjunto de acciones dirigidas a recaudar eficientemente las 
contribuciones federales y los aprovechamientos que la legislación fiscal establece, así como 
combatir la evasión y elusión fiscales, ampliar la base de contribuyentes y facilitar el cumplimiento 
voluntario de las obligaciones de éstos. Además, en el marco normativo que le es aplicable se 
encuentran cláusulas habilitantes, como la contenida en el artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre 
la Renta, que dota al Servicio de Administración Tributaria de facultades discrecionales, dada su 
especialidad técnica e independencia de gestión, para emitir las disposiciones administrativas de 
carácter general exclusivas para el cumplimiento de su objeto, lo cual constituye una función 
regulatoria claramente diferenciable de las legislativas otorgadas al Congreso de la Unión en el 
artículo 73 y de las reglamentarias conferidas al Ejecutivo por el artículo 89, fracción I, ambos de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Debe destacarse que, por regla general, el 
modelo de Estado regulador exige la avenencia de dos fines, a saber: i) satisfacer de la mejor y más 
adecuada manera el interés público, en contextos técnicos, mediante acciones y disposiciones que 
permitan las mayores eficiencias de la administración, lo que puede reflejarse en el combate a la 
evasión fiscal o la rectoría y fomento de la actividad económica; y, ii) la consecución de condiciones 
equitativas que permitan el disfrute más amplio de todo el catálogo de derechos humanos con 
jerarquía constitucional. En ese tenor, el modelo busca preservar el principio de división de poderes y 
la cláusula democrática, pero también innovar en la ingeniería constitucional para insertar en órganos 
especializados dotados de competencias cuasi legislativas, cuasi jurisdiccionales y cuasi ejecutivas, 
las suficientes para regular y adjudicar soluciones en ciertos sectores técnicos o altamente 
especializados, estimados de interés nacional; de ahí que ese esquema descanse en la premisa de que 
dichos órganos, como sucede con el Servicio de Administración Tributaria, por su autonomía y aptitud 
técnica, son idóneos y resultan capacitados para emitir normas en contextos técnicos de difícil acceso 
para el proceso legislativo y ejecutivo, a las que pueden dar seguimiento a corto plazo para adaptarlas 
y actualizarlas con  
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propósitos pragmáticos, cuando así se requiera, las cuales constituyen reglas indispensables para 
lograr que ciertas actividades económicas y sectores alcancen resultados óptimos, irrealizables bajo 
las clásicas directrices legislativas y reglamentarias. 
 
CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. 
 
Amparo en revisión 39/2018. Pfizer, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: 
Jesús Antonio Nazar Sevilla. Secretario: Oswaldo Iván de León Carrillo. 
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